
 

 

INICIATIVA DE LAS SENADORAS HILDA FLORES ESCALERA, LILIA MERODIO REZA, DIVA 

GASTÉLUM BAJO, HILARIA DOMÍNGUEZ ARVIZU, CRISTINA DÍAZ SALAZAR, ITZEL RÍOS DE 

LA MORA, ANABEL ACOSTA ISLAS, LISBETH HERNÁNDEZ LECONA, YOLANDA DE LA TORRE 

VALDEZ, MARÍA ELENA BARRERA TAPIA Y ANA GABRIELA GUEVARA ESPINOZA, CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY QUE CREA EL CONSEJO NACIONAL 

PARA EL APROVECHAMIENTO DE ALIMENTOS. 

HILDA ESTHELA FLORES ESCALERA, LILIA GUADALUPE MERODIO REZA, DIVA HADAMIRA 

GASTÉLUM BAJO, MARÍA HILARIA DOMÍNGUEZ ARVIZU, MARÍA CRISTINA DÍAZ SALAZAR, 

ITZEL SARAHÍ RÍOS DE LA MORA, ANABEL ACOSTA ISLAS, LISBETH HERNANDEZ LECONA Y 

YOLANDA DE LA TORRE VALDEZ, Senadoras integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional, MARÍA ELENA BARRERA TAPIA, Senadora Integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, y ANA GABRIELA GUEVARA ESPINOZA, Senadora 

integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con fundamento en lo dispuesto en el Artículo 71, 

fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 8, numeral 1, 

fracción I; 164, numeral 1; 169, numerales 1 y 4, y 172, numerales 1 y 2 del Reglamento del Senado de la 

República y demás disposiciones aplicables, sometemos a la consideración de esta Soberanía, la presente 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY QUE CREA EL 

CONSEJO NACIONAL PARA EL APROVECHAMIENTO DE ALIMENTOS, de conformidad con la 

siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La pérdida y el desperdicio de alimentos han alcanzado cifras exorbitantes alrededor del mundo, y México no es la 

excepción.  La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) estima que hasta 

un tercio de todos los alimentos se pierde o se desperdicia antes de ser consumidos por las personas; esto equivale a 

mil 300 millones de toneladas de alimentos al año.  

A nivel regional, en América Latina se pierden o desperdician hasta 127 millones de toneladas de alimentos al año; 

esto es suficiente para satisfacer las necesidades alimenticias de 300 millones de personas.  

En México esta tendencia se confirma pues se pierden y desperdician, en promedio, el 37% de los alimentos, con lo 

que se podría alimentar a más de 7 millones de mexicanos y mexicanas. 

Sin duda, estas cifras contrastan con los millones de personas que pasan hambre, desnutrición y carencia 

alimentaria en el mundo; solo en nuestro país aproximadamente 28 millones de personas tienen algún nivel de 

inseguridad alimentaria.  

Al respecto, el párrafo primero del artículo 25 de la Declaración de Derechos Humanos establece que “toda 

persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y 

en especial la alimentación, el vestido, la vivienda...”.  

Por otro lado, el párrafo segundo del artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, establece que los Estados Partes reconocen “el derecho fundamental de toda persona a estar protegida 

contra el hambre”, y enumeran las medidas que deben adoptarse individualmente y mediante la cooperación 

internacional a fin de acabar con ella. 

En concordancia con estos instrumentos internacionales, nuestra Constitución General en el artículo cuarto señala 

claramente que “Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo 

garantizará”.  



 

 

Desafortunadamente, las cifras de personas en carencia alimentaria nos demuestran que aún tenemos mucho que 

hacer y que debemos echar mano de todas las herramientas a nuestro alcance para cumplir con este precepto. 

De ahí que uno de los objetivos de esta iniciativa sea precisamente lograr un mejor aprovechamiento de los 

alimentos en nuestro país, reduciendo los índices de pérdida y desperdicio, pero también canalizando alimentos de 

buena calidad a quiénes los necesiten.  

Sin embargo, debemos hacer mención que este no es el único objetivo.  La iniciativa busca además reducir el 

impacto ambiental que causa la pérdida y desperdicio de alimentos. De acuerdo con la FAO,  la huella de carbono 

global del desperdicio de alimentos en 2007 se estimó en 3 mil 300 millones de toneladas de dióxido de carbono; el 

doble de las emisiones de todo el transporte terrestre de Estados Unidos de América. 

Este mismo organismo señala que si los alimentos desaprovechados fueran un país, éste habría ocupado el tercer 

lugar entre los principales emisores de gases de efecto invernadero, con cerca del 8 % de las emisiones globales 

(solo por debajo de China y EEUU).  

Datos que deben llamar nuestra atención sobre el impacto adicional que está generando este fenómeno y que 

amenaza la sustentabilidad ambiental, además de favorecer el cambio climático y sus efectos devastadores. Al 

respecto, debemos mencionar que no es casualidad que tanto el derecho a la alimentación como el derecho a un 

medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar, estén contemplados en el mismo artículo de nuestra 

Constitución General, y que nos corresponde emprender las acciones necesarias para garantizarlos.   

Adicionalmente, con esta propuesta legislativa pretendemos fomentar una producción más eficiente,  pues se 

destinan muchos recursos como tierra, agua, energía y capital humano para producir alimentos que jamás serán 

consumidos, con un importante impacto que sin duda perjudica a la productividad.  

Al respecto se estima que se utilizan alrededor de mil 400 millones de hectáreas para producir alimento que no es 

consumido. Esto representa una superficie mayor a la de Canadá e India juntos. Además el costo global del 

desecho de alimentos, en 2009, fue aproximadamente de 750 000 millones de dólares.  

Como puede apreciarse, la pérdida y desperdicio de alimentos tiene un impacto considerable para la humanidad en 

diversos ámbitos de su desarrollo; por ello urgen estrategias globales, regionales y locales que lo disminuyan y que 

nos permitan crear una cadena de beneficios para todos los involucrados en este proceso, desde productores hasta 

consumidores finales.  

Cabe señalar que han sido muchos los esfuerzos e historias de éxito para el combate de esta problemática alrededor 

del mundo. Desde la consolidación de acuerdos de cooperación y leyes, hasta políticas públicas en la materia. 

Sin duda uno de los esfuerzos más destacables de la comunidad internacional es haber incluido dentro de las metas 

contempladas en los Objetivos para el Desarrollo Sostenible, específicamente dentro del Objetivo 12 sobre 

producción y consumo responsables, para 2030 reducir a la mitad el desperdicio mundial de alimentos per cápita en 

la venta al por menor y a nivel de los consumidores y reducir las pérdidas de alimentos en las cadenas de 

producción y distribución, incluidas las pérdidas posteriores a las cosechas.  

En concordancia con esta agenda y con el Plan de Seguridad Alimentaria, Nutrición y Erradicación del Hambre de 

la CELAC 2025, la región de América Latina y el Caribe ha asumido el compromiso de reducir a la mitad las 

pérdidas y desperdicios de alimentos per cápita en 2025. Para lograrlo, se ha conformado una Alianza Regional 

articulada a partir de Comités Nacionales. 



 

 

Desde entonces, algunos países, con el apoyo de las respectivas representaciones nacionales de la FAO, han 

conformado Comités Nacionales para la Reducción de Pérdida y Desperdicio de Alimentos, los cuales están 

integrados por actores públicos, privados y de la sociedad civil. 

En el contexto local, algunos países han emprendido acciones legislativas y administrativas relevantes. Este es el 

caso de Estados Unidos de Norteamérica que en 2008 expidió la Ley Federal para la Donación de Alimentos que 

tiene por objeto fomentar a las dependencias del Ejecutivo y a sus contratistas a donar en la mayor medida posible 

y segura el exceso de comida a las personas en estado de insuficiencia alimentaria. Asimismo su Código Fiscal 

prevé deducciones adicionales para negocios que donen comida en buen estado a organizaciones altruistas 

autorizadas que atiendan a los pobres y necesitados.  

Por otro lado este año en Francia se expidió la Ley para la Lucha contra el Desperdicio de Alimentos que establece 

acciones para cada uno de los actores de la cadena alimentaria relacionadas con los siguientes rubros: 

a. La prevención de residuos, el uso de alimentos no vendidos, valoración para la alimentación animal, 

utilización de composta con fines de la agricultura y recuperación de energía, incluyendo el biogás.   

b. La prohibición a los minoristas en el sector de la alimentación de realizar acciones que hagan no aptos los 

alimentos para el consumo o el reciclaje de los suministros de alimentos que aún no han vendido.  

c. La promoción de información y educación a niñas y niños sobre la reducción de residuos.  

d. La incorporación del término de la “lucha contra el desperdicio de alimentos”.   

e. La determinación para que los supermercados de más de 400 metros cuadrados sean obligados a firmar 

contratos para donar los productos no vendidos pero todavía comestibles a organizaciones de caridad o para 

su uso como alimentación animal.   

En Argentina desde 2015 se creó el Programa Nacional de Reducción de Pérdida y Desperdicio de Alimentos; 

mientras que en Brasil se han iniciado acciones hacia la formación de una Red Nacional de Expertos en reducción 

de pérdida y desperdicio de alimentos, en el marco de las políticas de Seguridad Alimentaria y Nutricional y el 

fortalecimiento del sistema alimentario del país.  

Costa Rica creó La Red Costarricense para la Disminución de Pérdidas y Desperdicio de Alimentos - SAVE 

FOOD Costa Rica -; y en este mismo sentido la República Dominicana cuenta con el Comité Dominicano para 

Evitar las Pérdidas y Desperdicios de Alimentos; conformado con el objetivo idear y ejecutar acciones para reducir 

las pérdidas y desperdicios de alimentos en el país, trabajando en conjunto desde el sector público, privado, 

organismos internacionales y la sociedad civil.  

En México también se han emprendido acciones relevantes, específicamente en la Cruzada Nacional Contra el 

Hambre, que tiene dentro de sus objetivos minimizar las pérdidas post-cosecha de alimentos durante su 

almacenamiento, transporte, comercialización y distribución.  

Para ello se creó el Grupo de Pérdidas y Mermas de Alimentos, el cual construyó el Índice de Desperdicio de 

Alimentos (2013) para determinar la magnitud de este fenómeno y buscar soluciones a la problemática en el país.  

Asimismo la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL) mantiene un esfuerzo coordinado con la Asociación de 

Bancos de Alimentos de México; para que a través de DICONSA se reciban donaciones de alimentos y se 

distribuyan en las zonas más pobres de nuestro país.  

Recientemente esta dependencia ha puesto en marcha la Jornada Nacional de Alimentación, un gran esfuerzo de 

instancias públicas y privadas para fomentar una cultura de alimentación saludable y balanceada entre la población; 

que prevé el aprovechamiento eficiente de los alimentos y busca en cierta medida evitar que estos se tiren a la 

basura y se desaprovechen.  



 

 

Por supuesto que también debemos reconocer la participación de las organizaciones de la sociedad civil que luchan 

día a día por llevar alimentos a las familias mexicanas que padecen hambre,  así como a las empresas que han 

suscrito convenios de donación para beneficiar con apoyos alimentarios a esta población.  

Sin duda, todos estos esfuerzos son muy valiosos; nos hablan de una conciencia colectiva que despierta y que 

reacciona ante un problema global cuya solución no admite demora.  

Quienes suscribirnos esta iniciativa estamos convencidas que la solución a este fenómeno debe ser integral y 

multisectorial; por ello es urgente diseñar y poner en marcha una política nacional para reducir el desperdicio y la 

pérdida de alimentos, así como un aprovechamiento eficiente de los mismos.  

En concordancia con lo anterior, esta iniciativa tiene por objeto la creación de un Consejo Nacional para el 

Aprovechamiento de Alimentos que funja como órgano coordinador de esfuerzos entre los sectores público, 

privado y social en esta lucha común.   

Este consejo  se integrará por diversas dependencias como la Secretarías de Desarrollo Social; Agricultura, 

Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Medio Ambiente y Recursos Naturales; Salud, y  Economía; 

así como de la Procuraduría Federal del Consumidor y el INEGI. Por ser dependencias y entidades involucradas en 

la producción, comercialización, consumo e inocuidad de los alimentos, así como con los efectos de cada uno de 

estos rubros.  

También formarán parte de este Consejo representantes de las organizaciones de producción de alimentos; 

comercializadoras; organizaciones de la sociedad civil involucradas,  e instituciones académicas y de investigación 

con especialidad en la materia. 

Este Consejo será el encargado, entre otras cuestiones, de diseñar la política nacional en materia de reducción del 

desperdicio y pérdida de alimentos; promover la coordinación de los sectores público, privado y social 

involucrados en la producción, transporte, comercialización y consumo de alimentos; promover el desarrollo de 

infraestructura para su producción, comercialización y transporte eficiente; estimular la participación del sector 

privado; promover la celebración de acuerdos y convenios en el ámbito nacional en internacional; y por supuesto 

promover una cultura de combate a la pérdida y desperdicio de alimentos entre la población y los sectores 

involucrados.  

Este Consejo establecerá indicadores comunes que permitan sumar todas las acciones en una misma dirección, y 

con ello evitar su dispersión y por ende su efectividad. Una política integral para saber dónde estamos, a dónde 

queremos ir y la ruta a trazar.  

La iniciativa que sometemos a su consideración prevé además el diseño, la aprobación y la puesta en práctica de la 

Estrategia Nacional para la Reducción del Desperdicio y Pérdida de Alimentos como instrumento rector de la 

política nacional en esta materia. La participación ciudadana y de todos los actores involucrados serán 

fundamentales en la elaboración de la misma.   

Consideramos que esta iniciativa presenta una opción viable e integral de agrupar todos los esfuerzos que existen 

hasta el momento, darles un cauce común y alcanzar metas precisas y cuantificables con las que no solo 

combatamos el desperdicio y pérdida de alimentos sino el hambre que prevalece en nuestro país.  

Estamos convencidas de que erradicar el hambre en México requiere que todos los sectores de la sociedad hagan 

esfuerzos por reducir sus pérdidas y desperdicios. El beneficio potencial es incalculable. No sólo tendría un efecto 

directo en las vidas de millones de personas, sino que implicaría un cambio profundo de mentalidad, un paso 



 

 

fundamental hacia modelos de consumo y producción verdaderamente sustentables que garanticen que ningún 

niño, niña, hombre o mujer sufra hambre en un mundo donde la comida abunda. 

Es por lo anteriormente expuesto que sometemos a la consideración de esta H. Asamblea la siguiente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se expide la: 

LEY QUE CREA EL CONSEJO NACIONAL PARA EL APROVECHAMIENTO DE ALIMENTOS 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés general, y tiene por objeto la creación del Consejo 

Nacional para el Aprovechamiento de Alimentos como órgano desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo 

Social que formulará la política nacional para la reducción del desperdicio y pérdida de alimentos en el país, así 

como el aprovechamiento eficiente de los mismos.   

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Consejo: El Consejo Nacional para el Aprovechamiento de Alimentos;  

II. Comisiones: Las comisiones de trabajo creadas por el Consejo;  

III. Desperdicio de alimentos: Disminución de la masa de alimentos en las etapas de venta minorista y 

consumo final;   

IV. Ley: La Ley que crea el Consejo Nacional de Alimentación;  

V. Pérdida de alimentos: Disminución de la masa de alimentos durante  las etapas de producción, pos-

cosecha y procesamiento de la cadena de suministro de alimentos; antes de llegar a la venta minorista;   

VI. Estrategia Nacional: La Estrategia Nacional para la Reducción del Desperdicio y Pérdida de Alimentos, y  

VII. Secretaría: La Secretaría de Desarrollo Social.  

CAPÍTULO II 

ATRIBUCIONES DEL CONSEJO 

Artículo 3. El Consejo tendrá las siguientes atribuciones:  

I. Diseñar la política nacional en materia de reducción del desperdicio y pérdida de alimentos;   

II. Elaborar y aprobar la Estrategia Nacional;  

III. Diseñar y ejecutar una estrategia de difusión y capacitación sobre la implementación de las acciones 

previstas en la Estrategia Nacional a los sectores involucrados en la producción, transporte, 

comercialización y consumo de alimentos;  



 

 

IV. Promover la coordinación de los sectores público, privado y social involucrados en la producción, 

transporte, comercialización y consumo de alimentos, a fin de dar cumplimiento a la Estrategia Nacional;   

V. Emitir opinión en caso de que le sea requerida por dependencias públicas, privadas y sociales sobre 

programas, planes y acciones relacionadas con la reducción de la pérdida y desperdicio de alimentos;   

VI. Promover el desarrollo de infraestructura para una producción, comercialización y transporte eficiente de 

alimentos;   

VII. Estimular la participación del sector privado en la reducción del desperdicio y pérdida de alimentos;  

VIII. Promover la celebración de acuerdos y convenios en el ámbito nacional e internacional con la finalidad de 

promover la reducción de la pérdida y desperdicio de alimentos, y el aprovechamiento eficiente de los 

mismos;  

IX. Promover una cultura de combate a la pérdida y desperdicio de alimentos entre la población y los sectores 

involucrados;  

X. Publicar anualmente un informe sobre los avances de la política nacional en materia de reducción de la 

pérdida y desperdicio de alimentos;   

XI. Publicar análisis y estudios en la materia;   

XII. Crear comisiones de trabajo al interior del Consejo;   

XIII. Emitir su reglamento interno, y  

XIV. Las demás que le confieran la presente Ley y los demás ordenamientos aplicables.   

CAPÍTULO III 

INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DE LOS INTEGRANTES DEL CONSEJO 

Artículo 4. El Consejo se integrará de la siguiente forma: 

I. Un Presidente que será el Titular de la Secretaría;  

II. Un Secretario Técnico, que será nombrado por el titular de la Presidencia del Consejo;   

III. El Titular de la Secretaría de  Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;  

IV. El Titular de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales;  

V. El Titular de la Secretaría de Salud;  

VI. El Titular de la Secretaría de Economía;  

VII. El Titular de la Procuraduría Federal del Consumidor;  



 

 

VIII. El Titular del Instituto Nacional de Estadística y Geografía;   

IX. Un representante de las organizaciones de producción de alimentos;  

X. Un representante de las organizaciones comercializadoras de alimentos;  

XI. Un representante de las organizaciones de la sociedad civil involucradas en la materia, y  

XII. Un representante de las instituciones académicas y de investigación.   

Los representantes a que se refieren las fracciones IX a XII de este artículo serán designados de conformidad con el 

reglamento interno que emita el Consejo.  

Los cargos del Consejo son de carácter honorífico, por lo que su desempeño no implica remuneración alguna.  

Artículo 5. Cada integrante del Consejo deberá nombrar a un suplente con cargo de Subsecretario, o 

Subprocurador en su caso, dando aviso de dicha designación por escrito al Secretario Técnico.  

Los suplentes tendrán voz y voto en todas las sesiones y podrán participar en las comisiones. Los suplentes no 

podrán ser sustituidos por otros representantes.  

Artículo 6. El Consejo podrá acordar la convocatoria a invitados para que participen en sus sesiones, en los casos 

que se vayan a tratar temas que requieran de su experiencia y opinión.  

Los invitados no tendrán derecho a voto.  

Artículo 7. El Presidente del Consejo tendrá las funciones siguientes: 

I. Representar al Consejo;  

II. Nombrar al Secretario Técnico del Consejo;  

III. Conducir los trabajos de las sesiones;  

IV. Proponer al Consejo la creación de comisiones de trabajo, y   

V. Las demás que le confieran la presente Ley y los demás ordenamientos aplicables.   

Artículo 8. El Secretario Técnico tendrá las siguientes funciones: 

I. Convocar a los integrantes del Consejo a sus sesiones ordinarias y extraordinarias;  

II. Convocar a los invitados a que se refiere el artículo 6 de esta Ley; previo acuerdo del Consejo;  

III. Verificar el quórum para la celebración de las sesiones del Consejo;   

IV. Levantar las actas de las sesiones y hacerlas del conocimiento de los integrantes del Consejo por lo menos 

cuarenta y ocho horas antes de la próxima sesión, para su revisión y aprobación;  



 

 

V. Recibir e informar al Presidente sobre las solicitudes de temas para ser integradas al orden del día;  

VI. Registrar y dar seguimiento a los acuerdos aprobados por el Consejo;  

VII. Turnar a las comisiones de trabajo los asuntos que les hayan sido asignados; así como dar seguimiento a los 

trabajos de las mismas, y   

VIII. Las demás que le confiera esta Ley y las demás disposiciones aplicables.   

Artículo 9. Los integrantes del Consejo tendrás las siguientes funciones: 

I. Asistir y participar en las sesiones a que sean convocados;  

II. Analizar, discutir y en su caso votar, los asuntos que se sometan a consideración del Consejo;  

III. Proponer asuntos para que se incorporen al orden del día de las sesiones;  

IV. Proponer la creación de comisiones de trabajo;   

V. Participar en los trabajos de las comisiones aprobadas por el Consejo;  

VI. Proponer la convocatoria a invitados a las sesiones del Consejo;  

VII. Representar al Consejo en foros, eventos y otras actividades, previa aprobación del Pleno, y   

VIII. Las demás que le confieran la presente Ley y las demás disposiciones aplicables.  

CAPÍTULO IV 

SESIONES DEL CONSEJO 

Artículo 10. Las sesiones ordinarias del Consejo se realizarán semestralmente previa convocatoria del Secretario 

Técnico; sin perjuicio de que pueda llevar a cabo sesiones extraordinarias de conformidad con lo establecido por 

esta Ley y demás disposiciones aplicables.  

Artículo 11. Las convocatorias deberán señalar lugar, fecha y hora, acompañándose del orden del día 

correspondiente. La notificación de la convocatoria deberá hacerse por lo menos cinco días hábiles antes de la 

celebración de la sesión, y podrá realizarse de forma escrita o por correo electrónico, debiendo sus integrantes de 

confirmar su asistencia por estos mismos medios.  

Artículo 12. La celebración de sesiones extraordinarias deberá aprobarse por el Presidente o por la mayoría de los 

integrantes del Consejo, cuando consideren que lo amerita la naturaleza del asunto.  

Las convocatorias a sesiones extraordinarias deberán notificarse por lo menos cuarenta y ocho horas antes de su 

celebración y deberán cumplir con lo establecido por el artículo anterior.  

Artículo 13. Para la celebración de las sesiones deberán estar presentes cuando menos la mitad más uno de sus 

integrantes. En caso de que no pudiera celebrarse por falta de quórum, se emitirá nueva convocatoria para que se 

realice una nueva sesión dentro de los quince días siguientes.  



 

 

Cuando no exista quorum en una segunda convocatoria, se llevará a cabo la sesión con los integrantes presentes. 

Artículo 14. En caso de empate en las votaciones, el Presidente tendrá voto de calidad.  

CAPÍTULO V 

COMISIONES 

Artículo 15. Al interior del Consejo podrán constituirse las comisiones que sean aprobadas por el Pleno, mismo 

que deberá determinar su objetivo, integración y permanencia; así como al responsable de su coordinación. 

Artículo 16. Las comisiones se integrarán por miembros del Consejo y en ellas se  analizarán y darán trámite a los 

temas propuestos al mismo, debiendo informar sus conclusiones y acuerdos al Secretario Técnico, por medio de su 

coordinador.  

CAPÍTULO VI 

ESTRATEGIA NACIONAL 

Artículo 17. La Estrategia Nacional es el instrumento rector de la política nacional para la reducción de la pérdida 

y desperdicio de alimentos. Deberá ser aprobada por el Consejo y publicada en el Diario Oficial de la Federación.   

Artículo 18. Durante la elaboración de la Estrategia Nacional, se promoverá la participación y consulta del sector 

social y privado, con el propósito de que la población exprese sus opiniones para su elaboración, actualización y 

ejecución, en los términos previstos por las disposiciones aplicables. 

Artículo 19. El Consejo deberá revisar la Estrategia Nacional, por lo menos cada cinco años con la finalidad de 

que sea actualizada, en caso de considerarlo necesario.  

Lo anterior sin perjuicio de que sus integrantes puedan promover ajustes y adiciones antes de dicho plazo, mismas 

que deberán ser aprobadas por el Consejo.  

Artículo 20. La Estrategia Nacional deberá contener por lo menos lo siguiente:  

I. Diagnóstico y evaluación de las acciones y medidas implementadas en el país para la reducción de la 

pérdida y desperdicio de alimentos, así como su desempeño en el contexto internacional;  

II. Metodología para la medición en lo sucesivo de la pérdida y desperdicio de alimentos, que deberá incluir la 

línea base y los indicadores correspondientes;   

III. Diagnóstico y evaluación de las cifras sobre desperdicio y alimentos en el país, segregadas por etapas del 

ciclo de suministro y consumo; y por regiones;   

IV. Acciones y metas para la reducción de la pérdida y desperdicio de alimentos;  

V. Requerimientos de investigación, transferencia de tecnología, estudios, capacitación y difusión para 

alcanzar las metas previstas, y   

VI. Los demás elementos que determine el Consejo.  



 

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación.  

SEGUNDO. El Consejo deberá expedir su Reglamento Interno dentro de los 60 días siguientes a la entrada en 

vigor del presente Decreto.  

TERCERO. El Consejo deberá expedir la Estrategia Nacional dentro de los 180 días siguientes a la entrada en 

vigor del presente Decreto.  

Salón de Sesiones de la H. Cámara de Senadores, a 8 de septiembre de 2016.  

SEN. HILDA ESTHELA FLORES ESCALERA SEN. LILIA GUADALUPE MERODIO REZA 

SEN. DIVA HADAMIRA GASTÉLUM BAJO SEN. MARÍA HILARIA DOMÍNGUEZ ARVIZU 

SEN.  MARÍA CRISTINA DÍAZ SALAZAR SEN. ITZEL SARAHÍ RÍOS DE LA MORA 

SEN. ANABEL ACOSTA ISLAS SEN. LISBETH HERNANDEZ LECONA  

SEN.YOLANDA DE LA TORRE VALDEZ SEN. MARÍA ELENA BARRERA TAPIA 

SEN. ANA GABRIELA GUEVARA ESPINOZA 


